
MOCIÓN QUE PRESENTA EL GRUPO MUNICIPAL POPULAR DEL AYUNTAMIENTO DE 
MORALZARZAL PARA PROPONER AL GOBIERNO DE ESPAÑA UN PLAN DE MEDIDAS 
URGENTES Y EXTRAORDINARIAS EN DEFENSA DE LAS FAMILIAS Y LA ECONOMÍA 
ESPAÑOLA 

El Grupo Municipal Popular en el Ayuntamiento de Moralzarzal, conforme a lo previsto en 
el Reglamento de Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de las Entidades 
Locales, eleva al Pleno la siguiente Propuesta de Moción:  

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

Las políticas económicas que viene desplegando el Gobierno de PSOE-Podemos desde 
finales del año 2018 no están sirviendo a España para converger en desarrollo 
socioeconómico con la media de la UE, de hecho, los indicadores evidencian un retraso 
en la salida de la crisis, y muestran un agravamiento de los desequilibrios 
macroeconómicos que sitúan las finanzas públicas en una posición cada vez más 
vulnerable (según Informe Anual 2021 del Consejo Fiscal Europeo-Órgano Independiente 
que asesora a la Comisión Europea), reduciendo el margen de actuación de las 
administraciones públicas para apoyar la dinamización económica y el empleo. 

La economía española ya mostraba signos de ralentización especialmente desde el 
segundo trimestre de 2019, registrando al cierre del año un crecimiento del 2,1%, dos 
décimas menos que en 2018 (2,3%).  Durante 2019 el PIB per cápita de España se alejó 
de la media de la UE 27, al pasar del 85% sobre la media en 2018 al 84,4% en 2019, 
tendencia que también se observa si se consideran los datos en términos de paridad de 
poder adquisitivo 

A su vez en 2019 se evidenció un empeoramiento de los desequilibrios en las cuentas 
públicas españolas, rompiendo la tendencia de reducción del déficit iniciada en 2013. De 
esta forma se registró un déficit del -3,06% del PIB, superior al del año 2018 (-2,59%).  

En 2020 año de irrupción del COVID la economía cayó un –10,8%, una caída 4 puntos 
porcentuales mayor que la media registrada en la zona euro (-6,4%). Además, España 
cerró 2020 con déficit del 10,27%, el mayor entre los países de la UE que de media 
registró un -6,9% del PIB. La deuda pública española se posicionó en la cuarta mayor de 
la UE alcanzando un 120% sobre el PIB.  

En 2021 las economías rebotaron registrándose un crecimiento del PIB en la zona euro 
del 5,3%, pero el crecimiento en España fue del 5,1% dos décimas menor, pese a que 
nuestro país había sufrido una caída un 40% mayor que la registrada en la zona euro el 
año anterior. 

  



Frente al dato registrado de crecimiento de PIB español en 2021 del 5,1%, la previsión 
inicial del Gobierno (reflejada en el Plan Presupuestario de 2021 – octubre de 2020-) era 
del 9,8%. El desvío es de 4,7 puntos porcentuales. El déficit en 2021 se sitúa en el 6,87% 
del PIB, uno de los mayores registros de la UE. Este elevado déficit se produce pese a 
que los ingresos se han incrementado en 61.458 millones de euros según declaraciones 
de la propia Ministra de Hacienda.  

La deuda pública se sitúa al 4T de 2021 de más de 1,4 billones, un 118% del PIB, 
quedando en una posición vulnerable a un aumento de tipos como consecuencia de las 
medidas monetarias del BCE para contener la inflación. Según Funcas, cada medio punto 
de crecimiento de los tipos de interés podría suponer un coste para el Estado e entre 
3.000 y 4.000 millones de euros de intereses adicionales. 

De hecho, la Reserva Federal de Estados Unidos y el Banco de Inglaterra ya están 
reaccionado con subida de tipos; mientras tanto en el entorno UE pese a que aún no ha 
empezado el proceso de subida de tipos en el BCE (aunque ya ha avisado de la 
progresiva retirada de estímulos) las finanzas españolas ya notan las tensiones en los 
mercados de deuda: La rentabilidad del bono español a 10 años ha subido por encima del 
2% por primera vez desde 2015; la prima de riesgo del bono español respecto al “bund” 
alemán ha vuelto a escalar por encima de los 100 puntos básicos, y en recientes 
colocaciones de letras a 12 meses por parte del Tesoro se ha tenido que pagar a los 
inversores por primera vez en 2 años.  

Por ello, tanto la Airef, como el Banco de España y la propia Comisión Europea 
recomiendan un proceso de consolidación fiscal en cuanto la situación económica lo 
permita.  

Mientras tanto, el gobierno ha actualizado al fin sus previsiones para 2022. Acaba de 
reducir la previsión de crecimiento del PIB del 7% al 4,3% más acorde con lo esperado 
por todos los servicios de estudios. España será el único país europeo que no habrá 
recuperado en 2022 el nivel económico previo a la pandemia. 

La economía no ha recuperado aún ni el nivel de actividad ni de horas trabajadas previo 
al estallido de la pandemia. Los últimos datos del Banco de España (anteriores a la 
actualización del Programa de Estabilidad de España) estiman una reducción de casi un 
punto de la previsión de crecimiento para el año 2022 que quedaría en solo un 4,5%, una 
inflación del 7,5%, lo que implicaría que solo a finales del 2023 se recuperaría la pérdida 
de PIB derivada de la pandemia. 

Además, desde principios del año de 2021 se viene observando un crecimiento de la 
inflación, fue el octavo país de la UE con mayor inflación (6,6%), alejado de la media de 
la eurozona (5,0%) y de la UE (5,3%). 

La inflación se ha agravado en 2022, registrándose ya en febrero de 2022 (anterior al 
inicio de la invasión de Ucrania) un crecimiento de la inflación anual del 7,6% y del 3% 
en el caso de la subyacente, y alarmante en marzo con un incremento anual del 9,8%, y 
que se mantiene en una tasa del 8,4% en el mes de abril, con unos datos de inflación 
subyacente (sin energía y sin alimentos) en aumento llegando ya al 4,4%, un punto más 
que en marzo lo que indica que el aumento de precios energéticos se está trasladando al 
conjunto de la economía.  



No es cierto que nuestra inflación sea similar a la de nuestros vecinos. Países de nuestro 
entorno inmediato como Francia (4,8%), Portugal (7,2%), Alemania (7,8%), Italia (6,2%), 
tienen una inflación elevada pero más contenida que España. 

La situación en la que se encuentra España muy alejada de los países de nuestro entorno 
implica la necesidad de adoptar medidas urgentes para paliar esta circunstancia. 

A su vez la inflación está impulsando un incremento en la recaudación que está 
registrando máximos históricos como ya quedó evidenciada con los datos de recaudación 
de 2021. 

Esta tendencia se ha intensificado en 2022 dado el aumento de la inflación, de hecho, la 
Airef en el informe de abril de 2022 sobre los presupuestos de las AAPP destaca que “las 
tensiones inflacionistas generan en el muy corto plazo un efecto positivo y automático 
de incremento de la recaudación, especialmente en el IVA. Aproximadamente, cada 
punto de inflación adicional supone algo más de 2.000 millones de recaudación 
adicional.” 

De hecho, la previsión del incremento de recaudación para todo 2022 sobre el cierre de 
2021 es de 8.967 millones (232.352 millones previstos para 2022 frente a los 223.385 
contabilizados en 2021), pero sólo en los tres primeros meses de 2022 ya se han 
recaudado 9.219 millones de euros más que en los tres primeros meses del año 2021, 
esto es un 20,25% más. 

En el propio informe mensual de la AEAT se indica en las páginas 7, 8 y 9 que buena 
parte del aumento de recaudación en IRPF se debe a las tensiones inflacionistas “la 
subida del salario medio (un 2,5% en los dos primeros meses del año, punto y medio más 
que en 2021), incremento que probablemente esté reflejando el traslado a los salarios 
del repunte inflacionario que comenzó a mitad del año pasado y que conlleva también 
un aumento del tipo efectivo que también se traduce en más ingresos”; y también en 
IVA “al margen de esas circunstancias, la tendencia en estos últimos meses es clara y se 
caracteriza por el extraordinario crecimiento del gasto sujeto al impuesto que, en 
términos de la forma en que se liquida el mismo, se traduce en fuertes incrementos en 
ventas y compras (en ambos casos en el entorno del 30% desde noviembre) justificadas 
en parte por las subidas de precios de los últimos meses.” 

La inflación está provocando de una parte una perdida en el poder adquisitivo de las 
familias por el encarecimiento de los productos de consumo, y deteriorando la 
competitividad las empresas ante el incremento del coste de los insumos y la tensión 
alza el coste laboral, que provoca a su vez efectos de segunda ronda, con el riesgo de 
reducir los márgenes empresariales o la capacidad de inversión de los agentes 
económicos; y de otra parte aumenta el coste fiscal ante el “aumento del tipo efectivo 
"en IRPF y “por las subidas de precios de los últimos meses” en IVA  como destaca el 
Informe de Recaudación de la AEAT.  Por tanto, las familias y a las empresas se 
empobrecen con la inflación, una por los efectos de aumento de precios, y otro por el 
efecto sobre la fiscalidad que aumenta la carga impositiva. 

De otra parte, el diseño unilateral del Plan de Recuperación Transformación y Resiliencia 
por parte del Gobierno de la Nación, sin contar de manera real y efectiva con los 
agentes económicos, ni con el resto de las administraciones territoriales está poniendo 
en peligro el aprovechamiento de esta oportunidad histórica de transformación 
económica. 



En unas semanas habrán llegado a España 31.000 millones procedentes de la Comisión 
Europea, pero en 2021 “el impacto ha sido prácticamente nulo por los retrasos en la 
ejecución” según la Airef, y en 2022 no se observan grandes avances, más allá de las 
transferencias intra-administrativas con las que maquillan los datos ante Comisión, a la 
vez que se pretende convertir a las Comunidades Autónomas y Ayuntamientos en meros 
gestores administrativos con poco margen de actuación para corregir las decisiones 
adoptadas por los Ministerios. 

Según el Segundo Informe de Seguimiento de los fondos NGEU para España de la CEOE el 
cálculo actual respecto a la ejecución real de los fondos NGEU gestionados directamente 
por el Estado es de 805 millones de euros 5 de los 3.000 que gestiona de manera directa. 
Esto es, solo 1 de cada 4 euros llegados de Bruselas.  

En todo caso, se trata de estimaciones ya que no es posible conocer un dato cierto de 
ejecución real, dado que no hay transparencia tal y como viene denunciado la propia 
CEOE, así como la AiREF, el Banco de España o FEDEA, habida cuenta que actualmente no 
existe una fuente oficial, que de manera centralizada recoja los datos integrados y 
detallados respecto de la llegada finalista de fondos al tejido productivo, como sí tienen 
otros países como Suecia, Francia y Portugal.  

Esta información existe, pero no se publica, y la prueba está en que en uno de los 
informes publicados por la AIREF en el mes de octubre de 2021 se destaca que la IGAE 
hasta el 31 de agosto de ese año tenía si que ofrecía el dato de ejecución efectiva del 
plan por un montante de 104 millones de euros, pero a partir de aquí dejó de publicarse 
este dato.  

Ante la actual situación económica de España y conscientes de nuestra responsabilidad 
como alternativa de Gobierno, el Partido Popular -en colaboración con diferentes 
agentes de la sociedad civil que han colaborado en la elaboración de esta iniciativa este- 
ha ofrecido al Presidente del Gobierno apoyo leal trabajar por las familias y empresas 
españolas en una batería de propuestas realistas y que pueden acometerse de forma 
inmediata para conseguir cuatro áreas prioritarias: 

La racionalización del gasto burocrático y político del Gobierno; el rediseño de los 
fondos europeos para hacerlos más útiles; y reformas estructurales a medio plazo para 
incentivar la actividad económica. 

En paralelo a una bajada de impuestos selectiva e inmediata, que complemente las 
reducciones de impuestos que vienen aplicando las Comunidades Autónomas gobernadas 
por el Partido Popular de manera que también el Gobierno de España adopte medidas 
con el objeto de devolver la sobre-recaudación al bolsillo de los contribuyentes 
especialmente en la de aquellos con menores rentas del trabajo, y en los que el 
incremento del IPC hace mayores estragos. 

En este punto, y en base a las estadísticas de recaudación hay margen para actuar sin 
afectar la financiación de los servicios públicos fundamentales, utilizando el margen de 
entre 7.500 y 10.000 millones de euros de sobre-recaudación, que puede verse ampliado 
si continúa el aumento de la inflación; el máximo aprovechamiento de la financiación 
europea; la búsqueda en la eficiencia del gasto público y la puesta en marcha de 
reformas estructurales para la dinamización económica, la creación de empleo y la 
mejora de la productividad. 



Por lo expuesto, el Grupo Municipal Popular en el Ayuntamiento 

de Moralzarzal, presenta la siguiente: 

PROPUESTA DE ACUERDO  

El Ayuntamiento de Moralzarzal: 

PRIMERO. - Propone al Gobierno de España que diseñe un Plan Nacional para la mejora 
de la efectividad y calidad del gasto público que permita establecer medidas para la 
modernización y reforma de todas las Administraciones Públicas, estatal, autonómicas y 
corporaciones locales, que permita un ahorro y racionalización del gasto. 

SEGUNDO. - Propone al Gobierno de España que mejore el diseño del Plan Recuperación 
Transformación y Resiliencia para hacerlo más ágil de manera que la financiación llegue 
a las empresas y familias de forma inmediata y para que las reformas sean 
transformadoras; intensificando entre otras medidas, el uso de incentivos fiscales 
extraordinarios y temporales, aplicables a inversiones que hagan hogares y empresas que 
se consideren que contribuyan a la mejora de la cohesión social y la capacidad de 
reacción ante las crisis destinados a inversiones en materia de transformación y digital y 
eficiencia energética, financiables para la Hacienda Española con cargo al Mecanismo de 
Recuperación y Resiliencia, destinando al menos un 7% del PRTR, a esta finalidad (4.900 
millones). 

TERCERO. - Propone al Gobierno de España iniciar la implementación de un paquete de 
reformas estructurales para incentivar la actividad económica.  (Ejemplos de estas 
medidas están contempladas en las páginas 29 a 39 del documento remitido). 

CUARTO. - Propone al Gobierno de España una bajada de impuestos de impuestos 
selectiva, inmediata y temporal sobre los sectores más afectados por la inflación, y para 
rentas bajas y medias cuantificada en una horquilla de entre 7.500 y 10.000 millones de 
euros que contemple como posibles medidas, a adoptar bien en solitario o bien de forma 
combinada las siguientes: 
  

A) En el IRPF deflactar la tarifa del IRPF en los tres primeros tramos (hasta 40.000 
euros). 

B) Crear en el IRPF una nueva figura en el mínimo personal y familiar para rentas bajas y 
medias que se sitúan entre los 14.000 y los 22.000 

C) Adaptar las retenciones y pagos fraccionados para que las medidas de fiscales 
aprobadas tengan impacto automático y con efecto retroactivo desde el pasado 1 de 
enero en la economía de las familias, empresarios y profesionales de forma inmediata. 

D) Establecer un impuesto negativo articulado como pago anticipado (ayuda directa de 
entre 200 y 300 euros anuales que podrán obtenerla de forma anticipada) para personas 
especialmente desprotegidas por el incremento del IPC para las rentas del trabajo y de 
actividades económicas más bajas sobre las que no hay obligación de retener (caso 
general 14.000 euros, que puede llegar hasta los 17.600 euros aproximadamente en 
función de las circunstancias personales y familiares del contribuyente), y coordinado 



con las ayudas que se puedan recibir desde el Ingreso Mínimo Vital o desde el Bono 
Social Eléctrico y del Bono Social Térmico, así como del resto de prestaciones sociales 
que se prestan desde CCAA y Ayuntamientos Impuesto negativo. 

E) Aprobar para autónomos y profesionales la reducción de la tributación en estimación 
objetiva en IRPF(módulos) y del régimen simplificado en IVA y régimen especial de 
recargo de equivalencia en aquellos sectores especialmente afectados por el incremento 
de precios y costes.  

F) Introducir en el Impuesto de Sociedades un nuevo supuesto de libertad de 
amortización en el artículo 12.3 LIS para este tipo de inversiones en eficiencia 
energética, cuando cumplan los requisitos que se establezcan reglamentariamente. Esta 
libertad de amortización se reservaría para las inversiones con nivel elevados de mejora 
de la eficiencia energética (de modo similar a como se han regulado distintos 
porcentajes de deducción en la DA 50ª LIRPF, introducida por art. 1.2 del Real Decreto-
ley 19/2021, de 5 de octubre), estableciéndose en los casos en los que no se alcancen 
dichos niveles, medidas de amortización acelerada (duplicando los coeficientes máximos 
de amortización del art. 12.1.a) LIS).   

G) Bajar de manera temporal el IVA del gas y la electricidad del 10% al 5%, e impulsar la 
rebaja del Impuesto Especial de Hidrocarburos con la finalidad reducir la carga 
impositiva de los tributos indirectos del IVA e Impuestos Especiales que gravan el 
consumo energético. Con ello se pretenden dos efectos, de una parte, liberar recursos 
en la economía familiar y de las empresas, y a su vez contribuir a la simplificación y la 
eficiencia al ahorrar costes de gestión, habida cuenta que sobre este tipo de imposición 
se vienen realizando bonificaciones y subvenciones que complican la gestión, añaden 
carga burocrática para la administración, las empresas y los consumidores. 

En Moralzarzal, a seis de Julio de 2022. 

EL PORTAVOZ DEL GRUPO MUNICIPAL/PROVINCIAL POPULAR 


